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			TEMA I

			
CONCEPTOS BÁSICOS DE SALUD LABORAL. LOS RIESGOS PROFESIONALES Y LAS TÉCNICAS DE PREVENCIÓN

			
I. TRABAJO, SALUD Y RIESGOS LABORALES

			Nadie cuestiona que el trabajo constituye una actividad necesaria para el ser humano, que requiere un esfuerzo (físico o intelectual) y que aparece íntimamente vinculado a la persona, hasta el punto de resultar indisoluble a la misma. Pues bien, aunque suele considerarse que dicha actividad tiene una positiva influencia en el ser humano, ya que sirve como instrumento de desarrollo de capacidades físicas e intelectuales, contribuye a la autorrealización y al desarrollo de la personalidad, permite satisfacer sus necesidades más inmediatas y establecer relaciones sociales, también puede tener repercusiones negativas, en especial en relación con la salud. Y ello debido a que las condiciones en que se presta el trabajo originan riesgos laborales que pueden provocar enfermedades y daños a la salud de los trabajadores.

			En definitiva, el trabajador es susceptible de sufrir daños derivados de las condiciones en que desarrolla la actividad productiva, su organización, los lugares de trabajo, así como los agentes y sustancias presentes en el medio de trabajo. Riesgos que resultan especialmente importantes en aquellos supuestos en que el trabajo se presta sometido a las órdenes e instrucciones empresariales o dentro del círculo organizativo de otro sujeto, de forma que es, sin duda, el empleador, asimismo, quien determina las condiciones de seguridad. De esta forma, al legítimo ejercicio por parte del empresario de sus poderes directivos y organizativos suele fijarse como límite la tutela de la salud del trabajador. Y ello es así desde el momento en que es aquel quien dispone y controla las condiciones en que se presta el trabajo.

			Aun cuando los objetivos fundamentales perseguidos por las actividades empresariales son de tipo económico y cobra una importancia especial la mejora de la productividad, no debe obviarse la necesidad de organizar la actividad productiva de forma que se evite perjudicar la salud de los trabajadores buscando, incluso, una mejora progresiva de las condiciones en que el trabajo se presta. En este sentido, las tendencias más recientes en esta materia llegan a considerar que la mejora de la salud y el logro del bienestar del trabajador repercuten positivamente en los aspectos cualitativos del trabajo y, por tanto, van a incidir de forma positiva sobre aquella. Línea a la que apuntan las últimas estrategias comunitarias de seguridad y salud, a las que tendremos ocasión de referirnos infra.

			Aspecto esencial de la prevención de riesgos laborales es la búsqueda de la tutela o garantía de la seguridad y salud en el trabajo a través de técnicas eminentemente preventivas, realzándose esta faceta frente a la reparadora o resarcitoria que, aunque debe existir, ha de quedar relegada a un segundo lugar, para aquellos supuestos, que debieran ser cada vez menos frecuentes, en los que al no haberse logrado la eliminación total del riesgo se hayan ocasionado daños a los trabajadores.

			La expresa mención al término «salud» (merecedor de un tratamiento autónomo en el texto constitucional ex art. 43), supone darle una mayor relevancia e implica la protección frente a la exposición a posibles riesgos capaces de lesionarla, normalmente caracterizados no por su inmediatez sino por ser procesos de prolongada latencia que conducen a su progresivo deterioro. Esto es, se apuesta por la necesidad de ambientes de trabajo sanos y salubres. La salud es entendida como ausencia de enfermedad y, por tanto, como un estado del ser orgánico caracterizado por la aptitud para ejercer normalmente todas sus funciones (LASCURAÍN SÁNCHEZ). Para el Convenio 155 de la OIT «el término salud, en relación con el trabajo, abarca no solamente la ausencia de afecciones o enfermedad, sino también los elementos físicos o mentales que afectan a la salud y están directamente relacionados con la seguridad e higiene en el trabajo» (art. 3). En esta línea se mueve también la OMS, que define la salud en términos de estado de bienestar físico, mental y social.

			De esta forma, puede afirmarse el carácter dinámico, complejo y polivalente de la noción de salud, en la que se engloban todos los bienes enumerados bajo expresiones como tutela de la vida y de la integridad física y moral del trabajador (GONZÁLEZ ORTEGA).

			La doctrina no ha dudado a la hora de afirmar que en la relación de trabajo los riesgos a los que vienen expuestos los derechos de la persona del trabajador son mucho más frecuentes e intensos y ello impone la necesidad de desplegar una tutela específica, sometida a normas propias, mucho más incisiva y permanente, que va a aparecer vinculada al propio contrato de trabajo y al desarrollo de la prestación laboral. De esta forma, la propia LPRL (Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales), en su art. 4.2, define el riesgo laboral como «la posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño derivado del trabajo» y construye todo un sistema de actuación en la empresa encaminado a evitar o disminuir tales riesgos, de modo que no afecten a la salud e integridad física del trabajador.

			Hace ya algún tiempo se afirmó que «trabajo y riesgo profesional están así fatídicamente condenados a cohabitar en el desarrollo de la prestación laboral» (PALOMEQUE LÓPEZ), constatación de la que no debemos extraer una contemplación fatalista de los riesgos, sino, más bien al contrario, la inexcusable necesidad de adoptar medidas específicas que busquen la eliminación del riesgo o al menos su disminución al mínimo posible y no se conformen con una mera protección frente al daño.

			Pues bien, este tipo de medidas, de diversa índole, va a constituir el objeto de lo que se conoce como prevención de riesgos laborales que, a tenor del art. 4.1 LPRL, no es otra cosa que «el conjunto de actividades o medidas adoptadas o previstas en todas las fases de la actividad de la empresa con el fin de evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo».

			Como consecuencia de los riesgos derivados del trabajo pueden originarse lesiones específicas representadas por el accidente de trabajo o la enfermedad profesional (arts. 156 y 157 LGSS) o los daños derivados del trabajo en la terminología empleada por la LPRL (art. 4.3). Si de estos en su vertiente reparadora se ocupa la Seguridad Social, a la seguridad y salud laborales le interesa la prevención, esto es, el poner los medios necesarios para impedir su acaecimiento, adquiriendo relevancia la mera existencia del riesgo o peligro que ya ha de recibir respuesta por parte del empresario.

			Hay que tener en cuenta que la LPRL, junto a la terminología empleada por la legislación de Seguridad Social, ha introducido un concepto novedoso bastante más amplio que los manejados en el campo netamente reparador. Así, define los daños derivados del trabajo como «las enfermedades, patologías o lesiones sufridas con motivo u ocasión del trabajo» (art. 4.3 LPRL). Con ello se da entrada de forma especial en el campo preventivo a toda una serie de enfermedades que, de otra forma, parecerían quedar excluidas, con independencia del grado de protección que reciban en el campo de la Seguridad Social. Y ello en la medida en que la referencia a lesiones sufridas con motivo u ocasión del trabajo tiene su fiel correspondencia en el art. 156 LGSS, más no la alusión, sin más, a enfermedades o patologías, habida cuenta de que en la LGSS para las enfermedades profesionales se impone un requisito de causalidad más estricto y ligado a una lista cerrada (art. 157 LGSS) en el que las enfermedades tienen que estar causadas por los agentes o sustancias y en las específicas actividades que se contienen en dicho elenco.

			No hay que perder de vista que tales accidentes, enfermedades y daños tienen consecuencias muy negativas no solo para el trabajador accidentado, sino también para su familia, para la empresa donde trabaja, para la Administración y para la sociedad en su conjunto. Los índices de siniestralidad laboral son alarmantes en Europa y de manera muy especial en nuestro país.

			
II. LOS RIESGOS PROFESIONALES: TIPOLOGÍA Y AFECTACIÓN A LA SALUD

			Partiendo de la definición legal de riesgo laboral (art. 4.2) en términos de «posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño derivado del trabajo», a lo que se añade que para calificar un riesgo desde el punto de vista de su gravedad se deberán valorar conjuntamente la probabilidad de que se produzca el daño y la severidad del mismo, vamos a hacer un repaso a los tipos de riesgos profesionales más importantes y frecuentes en la mayoría de las empresas.

			No hay que perder de vista que la complejidad de los procesos productivos, la variedad de los riesgos profesionales y su propio dinamismo comportan una grave dificultad para hacer un elenco comprensivo de todos los riesgos correspondientes a todos los tipos de actividades y ocupaciones. No obstante, trataremos de aportar un cuadro más o menos completo de los más frecuentes y previsibles.

			Hemos de tener presente que, como hemos señalado, son las condiciones en las que se desarrolla la prestación laboral las que originan los riesgos a los que aparecen expuestos los trabajadores. Aun cuando el término condiciones de trabajo puede tener distintos significados, algunos muy precisos en el campo de la normativa laboral, el legislador ha decidido dotarlo de un contenido específico en la materia que ahora nos ocupa. Según el art. 4.7 LPRL, se entenderá como condición de trabajo cualquier característica del mismo que pueda tener una influencia significativa en la generación de riesgos para la seguridad y la salud del trabajador.

			Quedan específicamente incluidas en esta definición:

			a) las características generales de los locales, instalaciones, equipos, productos y demás útiles existentes en el centro de trabajo;

			b) la naturaleza de los agentes físicos, químicos y biológicos presentes en el ambiente de trabajo y sus correspondientes intensidades, concentraciones o niveles de presencia;

			c) los procedimientos para la utilización de los agentes citados anteriormente que influyan en la generación de los riesgos mencionados;

			d) todas aquellas otras características del trabajo, incluidas las relativas a su organización y ordenación, que influyan en la magnitud de los riesgos a que esté expuesto el trabajador.

			Estamos, como puede apreciarse, ante una concepción amplia que incluye requisitos materiales y ambientales, máquinas y otros agentes del medio ambiente de trabajo que pueden resultar peligrosos para el trabajador y que por ello han de ser objeto de evitación, evaluación y control, pero también los aspectos relativos a la organización y ordenación del trabajo, que dan cabida a las condiciones no materiales en la definición legal. De esta última referencia normativa puede extraerse un primer indicio de que la LPRL, cuando habla de prevención, está incluyendo también los factores que acarrean riesgos de tipo psicosocial.

			También han de tenerse presentes las posibles situaciones de emergencia (incendios, explosiones, escapes de sustancias nocivas, radiaciones y otros análogos) (art. 20 LPRL).

			Suelen utilizarse distintas clasificaciones de los riesgos laborales o profesionales, una de las más frecuentes es la que vamos a exponer a continuación y que distingue entre riesgos mecánicos y riesgos derivados de agentes físicos, químicos y biológicos.

			
1. RIESGOS MECÁNICOS


			Es habitual incluir en este apartado los riesgos derivados de los locales, instalaciones, equipos, productos y útiles de trabajo. Entre ellos, tienen especial incidencia los relacionados con los distintos elementos móviles, cortantes o punzantes de las máquinas o herramientas. Asimismo, los atinentes a la manipulación y el transporte de cargas, en especial, de tipo manual realizados por el trabajador sin ayuda de soportes mecánicos.

			De esta forma, nos estaríamos situando, en particular, en el ámbito de las condiciones materiales que más inciden en la accidentalidad, tales como los espacios (oficinas, almacenes, pasillos y zonas de tránsito), superficies de trabajo, escaleras, vehículos, máquinas, herramientas (manuales o mecánicas), aparatos y equipos elevadores, aparatos a presión e instalaciones eléctricas, entre los más frecuentes. También habría que tener en cuenta los nuevos (o no tanto) riesgos, en especial los derivados del uso de equipos con pantallas de visualización, que dimanan no solo del equipo informático propiamente dicho (pantalla, teclado) sino también de la concepción y diseño del puesto de trabajo, adaptado a la postura de trabajo propia de este tipo de actividad y la propia fatiga visual y mental que acarrea.

			En todas las empresas, además, hay que considerar un posible riesgo de incendio, dado que nos hallamos ante una fuente de riesgo «universal», aunque es más frecuente en determinados sectores o tipos de proceso productivo, en función de las características propias de este, el empleo de materiales altamente inflamables y otros análogos.

			Pues bien, relacionados con estos factores, presentes en todas las empresas, suelen ejemplificarse una serie de riesgos caracterizados por su frecuencia. Entre los más habituales tendríamos, entre otros, las caídas (al mismo o a distinto nivel), caídas de objetos sobre el trabajador (por desplome, derrumbamiento o durante la manipulación), pisadas sobre objetos, choques contra objetos (móviles o inmóviles), golpes (causados por objetos o herramientas), proyección de fragmentos o partículas, atrapamiento por o entre objetos, por elementos móviles de las máquinas o causados por el vuelco de máquinas, tractores o vehículos, atropellos, efectos negativos causados por sobreesfuerzos, posturas inadecuadas o movimientos repetitivos, abrasiones, contactos térmicos o eléctricos. En relación con muchos de estos riesgos juega un papel importante una correcta utilización de la señalización de seguridad en los lugares de trabajo (vid., La Guía técnica sobre señalización de seguridad e higiene en el trabajo, que procede de la DF 1.ª del RD 485/1997, de 14 de abril). También los cortes y magulladuras causados por las máquinas o las herramientas manuales o mecánicas (golpes y cortes), lesiones oculares, esguinces y posibles quemaduras, asfixia, paro respiratorio, consecuencia de incendios o de accidentales contactos con la corriente eléctrica.

			
2. RIESGOS DERIVADOS DE AGENTES FÍSICOS


			La referencia a riesgos derivados de agentes físicos ha de entenderse hecha, lógicamente, a todos aquellos que pueden dimanar del ambiente físico (fuerzas y energías, principalmente) que nos circunda.

			Entre ellos, por su importancia, su incidencia y su carácter universal, esto es, que suele estar presente en la mayoría de las actividades laborales desempeñadas por el trabajador, cabe destacar el riesgo derivado de la exposición al ruido. A ello cabe añadir las vibraciones, en la medida en que distintos tipos de trabajo conllevan la exposición a un riesgo de este tipo. De forma especial las vibraciones de tipo mecánico, debidas a la utilización de herramientas e instrumentos, como los martillos neumáticos o la conducción de determinados tipos de vehículos y otros análogos.

			En este grupo de riesgos se incluyen también otros factores como la iluminación, la presión atmosférica, la temperatura y la humedad. La temperatura es capaz de producir alteraciones de la salud cuando los trabajadores están expuestos a condiciones extremas (sean de frío o de calor). Así, ejemplos significativos son los trabajos en cámaras frigoríficas o en fundiciones, altos hornos y en el sector de la metalurgia, entre otros.

			Por su parte, pueden derivarse muy nocivas consecuencias para la salud del trabajador de la exposición a las radiaciones, sean ionizantes, básicamente derivadas de la utilización de rayos X y otros materiales radiactivos, o no ionizantes, por exposición a radiaciones de tipo electromagnético, en especial los rayos infrarrojos, ultravioleta, de radiofrecuencia y microondas.

			Estos factores ambientales de origen físico someramente enunciados pueden dar lugar a diferentes tipos de enfermedades profesionales o accidentes. Así, la exposición al ruido por encima de los niveles admisibles puede provocar hipoacusia o sordera profesional, a lo que se añaden otras posibles repercusiones de tipo fisiológico tales como el aumento del ritmo cardiaco o la aceleración del ritmo respiratorio, entre las más comunes.

			La realización de trabajos en condiciones extremas de temperatura puede originar consecuencias tales como la deshidratación, el golpe de calor que puede provocar incluso la muerte y otros análogos. Son frecuentes también las enfermedades provocadas por trabajos en cajones de aire comprimido o las lesiones derivadas de la exposición prolongada a vibraciones mecánicas (osteo-articulares, principalmente), causadas sobre todo por el uso de martillos neumáticos, vibradores, apisonadoras y otros análogos. La iluminación inadecuada (demasiado baja o excesiva) también puede acarrear problemas como la fatiga ocular.

			La exposición a radiaciones ionizantes puede provocar hemorragias, quemaduras o, incluso, determinados tipos de cáncer. Por su parte, las radiaciones no ionizantes pueden causar lesiones oculares tales como conjuntivitis, cataratas o problemas de inflamación en la córnea.

			
3. RIESGOS DERIVADOS DE AGENTES QUÍMICOS


			Los riesgos derivados de agentes químicos, que pueden provocar importantes e irreversibles daños a la salud, son los que proceden de los elementos y sustancias con que puede entrar en contacto el trabajador, o ser inhalados u objeto de manipulación en el curso de la prestación laboral, y ello con independencia de que se encuentren en su estado natural o sean fruto de cualquier tipo de manipulación o producción. Además de ello, la legislación contempla los preparados, entendiendo por tales toda mezcla o solución compuesta de dos o más sustancias químicas, que se considerarán peligrosos cuando al menos una de ellas es una sustancia peligrosa.

			Entre los agentes químicos más frecuentes situaremos los polvos, humos, aerosoles, nieblas, vapores y gases. Estos factores de riesgo de origen químico están en la base de diferentes tipos de enfermedades profesionales. La mayor parte de los agentes químicos son altamente tóxicos y pueden producir tanto efectos corrosivos, con la consiguiente destrucción de tejidos, como irritantes, en especial sobre la piel o las mucosas. Además, pueden provocar neumoconiosis (alteraciones pulmonares debidas a la inhalación de partículas o polvos), alergias y, con cierta frecuencia, situaciones de asfixia. También pueden causar enfermedades de tipo cancerígeno o tener efectos mutagénicos, originando malformaciones en el feto o trastornos de tipo hereditario. Se ha constatado, asimismo, que a la larga pueden acarrear otras alteraciones del aparato digestivo y nervioso.

			Por otra parte, no debemos perder de vista que un buen número de estas sustancias son inflamables o explosivas y que suelen conllevar un grave peligro también para el medioambiente. Aspecto cuya tutela, aunque aún no en el plano legal, cada vez aparece más en conexión con la propia de la salud y seguridad del trabajador.

			También despertó en su momento un inusitado interés la prevención frente a otros riesgos de tipo ambiental, entre ellos destaca por su relevancia la preocupación por el logro de lugares de trabajo libres de humo, en especial tras la aprobación de la Ley 28/2005, de 26 de diciembre, de medidas sanitarias frente al tabaquismo y reguladora de la venta, el suministro, el consumo y la publicidad de los productos del tabaco, modificada por Ley 42/2010, de 30 de diciembre. Irrumpen con fuerza otros problemas de salud no estrictamente laborales relacionados con los agentes químicos, con repercusión en el campo de la seguridad y salud en el trabajo, como la hipersensibilidad química múltiple [vid. STSJ Castilla y León —Valladolid— de 17 de abril de 2013 (n.º rec. 317/2013)].

			
4. RIESGOS BIOLÓGICOS


			Los riesgos derivados de agentes biológicos son aquellos que emanan del contacto con agentes vivos patógenos o con sus productos y derivados. Entre ellos suelen situarse los virus, las bacterias, los protozoos, los parásitos o determinados tipos de hongos (levaduras, mohos, etc.).

			La exposición a contaminantes de tipo biológico puede originar distintos tipos de enfermedades (sean profesionales o relacionadas con el trabajo). Así, entre las más frecuentes, la tuberculosis, la brucelosis o el tétanos, cuyos causantes son bacterias; el paludismo o la toxoplasmosis (causados por parásitos) o las relacionadas con determinados virus como el de la hepatitis o el VIH. Este tipo de riesgos exige un especial conocimiento de la epidemiología y las formas de transmisión, que, unidas a la evaluación de riesgos, permiten un adecuado control de los organismos causantes de las patologías referidas.

			Los citados riesgos son frecuentes y revisten especial incidencia en sectores como el sanitario, el agrario, el ganadero u otros relacionados con el mundo animal, laboratorios clínicos o de investigación, plantas depuradoras, trabajos relacionados con el tratamiento de residuos y otros análogos.

			
III. LOS RIESGOS PSICOSOCIALES Y SU PREVENCIÓN

			Aunque durante mucho tiempo este tipo de riesgos estuvo relegado a un lugar más que secundario, hoy nadie duda de la insuficiencia de considerar exclusivamente los factores de naturaleza técnica o material, física o química que, sin lugar a dudas, confluyen en los lugares de trabajo. En definitiva, resulta patente que han de ser objeto también de análisis, evaluación y evitación los factores de tipo social o psicológico que pueden afectar, sea de forma orgánica o psicosocial, la salud de los trabajadores. Y ello porque puede constatarse cómo, en especial en determinados sectores y actividades, asistimos a una reducción significativa de los riesgos de tipo «tradicional», si se nos permite la expresión, y a una creciente importancia de los de origen psicosocial.

			Algunos de estos factores de riesgo derivan de la organización del trabajo y de forma especial del desarrollo tecnológico. Las nuevas formas de trabajar, la generalización de las tecnologías de la información y la comunicación conllevan en ocasiones situaciones de automatismo, monotonía, repetición, exceso de carga mental y otras similares que provocan en el trabajador, entre otros efectos, problemas de insatisfacción, falta de adaptación, estrés u otros análogos. En este sentido, la LPRL, aunque no contiene referencias expresas a los riesgos psicosociales ni los define, en su art. 15.1.d) alude de forma expresa a la necesidad de adaptar el trabajo a la persona, en particular en lo que respecta a la concepción de los puestos de trabajo, así como a la elección de los equipos y los métodos de trabajo y producción, con miras, en particular, a atenuar el trabajo monótono y repetitivo y a reducir los efectos del mismo en la salud.

			En este ámbito, por tanto, cobran especial incidencia todos los factores derivados de la organización del trabajo, sea en relación con las propias tareas que lo integran, como la concreta asignación a los trabajadores, su distribución temporal (organización en turnos, trabajo nocturno), los ritmos de trabajo o las relaciones de mando existentes en la organización empresarial.

			En esta misma línea se mueve el art. 15.1.g) LPRL cuando incluye, entre los principios de la acción preventiva, el planificar la prevención, buscando un conjunto coherente que integre en ella la técnica, la organización del trabajo, las condiciones de trabajo, las relaciones sociales y la influencia de los factores ambientales en el trabajo. Por tanto, en este ámbito han de ser objeto de atención los aspectos relativos al contenido de la prestación desempeñada por el trabajador, en especial la automatización, la complejidad, reiteración, monotonía, el grado de atención y la minuciosidad exigida, pero también las propias relaciones sociales en la empresa, los canales de comunicación, la situación laboral del trabajador, sus posibilidades de ascenso y promoción, las responsabilidades y el grado de iniciativa y así sucesivamente, e incluso con la propia organización y gestión de los recursos humanos en la empresa. Ahora bien, en este campo despliegan además una incidencia especial las condiciones ambientales tales como la iluminación, ventilación y el confort térmico y la propia concepción y diseño del puesto de trabajo (disposición, postura de trabajo, movimientos y esfuerzos físicos).

			Téngase en cuenta que la carga de trabajo es capaz de provocar situaciones de fatiga física o mental y puede estar, incluso, en la base de algunos accidentes. La fatiga suele provocar mareos, insomnio, dolores de cabeza, problemas digestivos y otros análogos. Además, puede desembocar en problemas relacionados con la insatisfacción laboral, depresión, estrés y otras patologías del mismo tipo. Actualmente tanto la OIT como la OMS consideran que uno de los problemas más importantes en el campo de la salud laboral por su alto grado de incidencia sobre los trabajadores a escala global es el estrés, enmarcado en una tendencia generalizada al aumento de las enfermedades mentales debidas a la tensión en el trabajo. Los crecientes niveles de violencia presentes en las sociedades actuales también tienen su reflejo en el ámbito laboral donde, junto a las distintas formas de acoso, son más frecuentes las agresiones por parte de terceros, pacientes y similares, riesgos laborales que, sin duda, también deben ocupar la acción preventiva de las empresas [a modo de ejemplo, STSJ Galicia (A Coruña) de 6 de marzo de 2017, n.º rec. 3679/2016]. Este problema es especialmente acuciante en determinados sectores de actividad como la sanidad, la educación, el sector bancario y otros similares. Tampoco cabe ignorar que también encontramos un importante problema de salud laboral ligado al posible consumo de sustancias y su repercusión en el trabajo, pudiendo estar incluso en la base de un número significativo de accidentes.

			Así, asistimos a una ampliación del concepto de riesgo laboral, en el que irrumpen con gran fuerza, ocupando hoy en día un lugar central, riesgos como el acoso psicológico en el trabajo (mobbing), el estrés laboral, el síndrome del quemado (burnout) y otros análogos. Estamos ante riesgos y patologías que tienen una larga trayectoria de estudio e investigación en el campo de la medicina y la psicología y que, paulatinamente, han ido desembarcando en el ámbito jurídico, aunque sin alcanzar, a día de hoy, una tutela legal adecuada. No obstante lo anterior, a todos ellos cabría aplicar, aunque no sin dificultades, los mecanismos de tutela que a los riesgos profesionales brinda el ordenamiento jurídico.

			En el caso del burnout, su etiología laboral es más que reconocida en ámbitos clínicos y aparece de modo patente asociado a determinadas profesiones como las sanitarias, cuidadores, terapeutas, en la enseñanza y otras similares, caracterizadas por la trascendencia del contacto personal con otros sujetos, la implicación emocional y el rol de asistente o de ayuda que asume quien las desempeña. Son distintos los estudios donde se asocia su génesis a determinadas características objetivas de desarrollo de la prestación laboral, tales como la sobrecarga de trabajo, presión laboral, las malas condiciones de trabajo (incluida la baja remuneración), inadecuado liderazgo, falta de implicación, escasa autonomía, poca participación en la toma de decisión, entrenamiento insuficiente, y así sucesivamente, aunque también viene asociado con excesivas e inadecuadas expectativas sobre el trabajo y con las propias características del individuo.

			La importancia cobrada por el mobbing en los últimos tiempos radica principalmente en su especial incidencia en algunos sectores de actividad, en que provoca un número creciente de bajas laborales y en que va a tener una influencia negativa sobre el trabajador que, a la larga, puede degenerar en trastornos de gran importancia, en especial problemas de ansiedad, depresión y otros similares. En este caso específico, en puridad, lo que se trataría de evitar son los riesgos de tipo psicológico y los daños y posibles secuelas de un comportamiento del propio empresario o de otros compañeros de trabajo consistente en la sistemática persecución o permanente marginación del trabajador. La ausencia de mención expresa en la LPRL dificulta en la práctica su aplicación, estando más centrada la tutela todavía en el terreno sancionador-indemnizatorio ligado a la discriminación que en la prevención, situación llamada a cambiar tras la ratificación por España del Convenio 190 OIT sobre violencia y acoso, abordado en el tema siguiente.

			Pues bien, partiendo de esta realidad, baste ahora con enunciar de forma muy sucinta algunos de los avances que se están produciendo en orden a la inclusión de este tipo de fenómenos en el ámbito de la prevención de riesgos laborales y en el paraguas protector de la obligación de seguridad que corresponde al empresario.

			En primer lugar, un dato sumamente positivo es que los tribunales han empezado a considerarlos, aunque todavía de forma algo tímida, como accidentes de trabajo, a falta de su inclusión en la lista de enfermedades profesionales, situación que se mantiene en el cuadro vigente1. Así, significativa resulta la STS de 18 de enero de 2005 (RJ 1157) en la que se califica de accidente de trabajo la situación de estrés sufrida por un hertzaina objeto de agresiones materiales y verbales por elementos del entorno abertzale, que le lleva a una situación de incapacidad temporal —a modo de ejemplo, en relación con el estrés laboral, SSTSJ Canarias (Las Palmas) de 26 de mayo de 2020, n.º rec. 1300/2019 y de Cantabria de 29 de abril de 2021, n.º rec. 182/2021; supuesto de crisis nerviosa seguida de reconocimiento de proceso incapacitante por ansiedad en TSJ Castilla y León (Burgos) de 26 de mayo de 2021, n.º rec. 216/2021; síndrome ansioso depresivo en TSJ Castilla y León (Valladolid) de 29 de abril de 2021, n.º rec. 1826/2020—. En otros supuestos, el interés de los pronunciamientos judiciales dimana, sobre todo, de tomar como punto de partida para el razonamiento jurídico conceptos elaborados en el campo de la psicología y la psiquiatría, donde están firmemente afianzados. Así, la STSJ Cataluña de 20 de enero de 2005 (n.º rec. 6118/2003), en relación con el conocido síndrome del quemado (burnout), se hace eco del término acuñado ya en 1974 por Freudenberg quien lo definió como «un agotamiento físico, emocional y mental, causado por la involucración en situaciones emocionalmente demandantes, durante un proceso prolongado» (también, SSTSJ Andalucía —Sevilla— de 1 y de 29 de junio de 2017, n.º rec. 1607/2016 y 1994/2016).

			En segundo lugar, es unánime la doctrina laboral a la hora de defender de modo férreo la posibilidad de acudir a los mecanismos reparadores-sancionadores previstos para los incumplimientos en materia preventiva, en especial el recargo de prestaciones2, para completar la protección del trabajador frente a estos riesgos psicosociales que le acechan cada día con mayor frecuencia.

			Este planteamiento es trasladable también al plano preventivo, pues resulta patente que también desde esta perspectiva se deben aplicar las medidas de tutela previstas en la LPRL3, entre otras, la evaluación4 y control de tales riesgos y la planificación de las medidas preventivas a adoptar, aun a pesar de la escasa atención que el legislador ha brindado a esta materia.

			También en este terreno hemos asistido a ciertos avances en la doctrina judicial. A título meramente ejemplificativo, baste ahora citar la STS de 20 de septiembre de 2007 (n.º rec. 3326/2006) en la que se reconoce el derecho de una trabajadora a extinguir indemnizadamente su contrato de trabajo por la vía del art. 50.1.c) ET, justificado por el incumplimiento por parte del empresario de su deber de seguridad, en concreto, omisión de la evaluación de riesgos y medidas de protección de la trabajadora frente a agresiones sexuales que le han causado daños psicológicos (también STSJ Madrid 16 de junio de 2020, n.º rec. 124/2020). En la misma línea, la STSJ Madrid de 5 de octubre de 2005 (AS 2555), viene a señalar que, localizado un riesgo de estrés laboral o la aparición de un caso que merezca tal calificativo dentro de su empresa, el empresario debe acometer medidas que eviten para el futuro la materialización del riesgo o que, al menos, puedan minorarlo en lo posible y estas actuaciones se incluyen en el ámbito de aplicación de la LPRL5. Las anteriores afirmaciones tienen cabida en las previsiones legales y pueden sustentarse en distintos argumentos. Por un lado, baste con reiterar ahora que el concepto de salud utilizado en este ámbito, coincidente con el defendido por la OMS, incluye también la salud psíquica y, por ello mismo, el trabajador debe ser tutelado frente al tipo de riesgo que ahora nos ocupa. Por otra parte, la tutela preventiva, como han admitido los Tribunales, encaja en las genéricas previsiones contenidas en la LPRL (arts. 14 y concordantes) acerca de la obligación general de seguridad empresarial que le obliga a garantizar la seguridad y la salud del trabajador en todos los aspectos relacionados con el trabajo.

			Finalmente, el TS en su Sentencia de 16 de febrero de 2016 (n.º rec. 250/2014), en el caso Caixabank, que confirma la SAN de 14 de mayo de 2014, ha afirmado con contundencia la inclusión de los riesgos psicosociales en el campo de aplicación objetivo de la LPRL, implicando para el empresario la obligación de identificarlos y evaluarlos, mediante un método adecuado, que arroje confianza sobre su resultado. Asimismo, insiste en la necesidad de contar con la participación de los trabajadores en este ámbito.

			Ahora bien, no estaría de más que el clamoroso silencio que en este ámbito guarda el texto legal fuera corregido en un futuro no muy lejano, que incluyera una adecuada delimitación conceptual y unas medidas concretas de prevención de riesgos, sin perjuicio de la necesaria actualización, también en este campo, de la normativa reparadora. La LPRL en algunos de sus puntos se muestra desactualizada y poco ajustada a los nuevos problemas de salud laboral que afectan a los trabajadores, en especial los ligados a las nuevas formas de trabajar, a la flexibilidad en la organización del tiempo de trabajo, o a la conectividad digital casi permanente por exigencias de la empresa, entre los más relevantes.

			En tercer lugar, baste ahora con apuntar que la preocupación por este tema es patente en las sucesivas estrategias comunitarias de Seguridad y Salud que prestan una especial atención a la emergencia de nuevos riesgos, especialmente de carácter psicosocial (estrés, depresión, ansiedad, violencia en el trabajo, acoso e intimidación, entre otros) que requieren una prevención específica. Para ello se parte de la base de que su aparición no se debe tanto a la exposición a un riesgo específico como a un conjunto de factores —la organización del trabajo, las modalidades de ordenación del tiempo de trabajo, las relaciones jerárquicas, la fatiga asociada al transporte y el grado de aceptación de la diversidad étnica y cultural en la empresa— que deben inscribirse dentro de un contexto global que la OIT define como «bienestar en el trabajo». Tanto para esta última organización como para la OMS, el estrés es uno de los problemas de salud más importantes en la época en que vivimos. La trascendencia de esta cuestión aconsejaría una actuación a nivel europeo, aunque no existe unanimidad en este sentido. El Acuerdo Europeo sobre el estrés laboral, incorporado como anexo al AINC 2005, también debería ser revisado. Son interesantes las consideraciones contenidas en la Resolución del Parlamento Europeo, de 5 de julio de 2022, sobre la salud mental en el mundo laboral digital [2021/2098 (INI)]6. En particular, sobre los nuevos desafíos que plantea la gestión algorítmica en cuanto a control y vigilancia, seguimiento a distancia y en tiempo real del rendimiento y control de tiempo, con notables riesgos para la salud mental de los trabajadores. Por ello estima necesaria una definición nueva y más amplia de seguridad y salud en el trabajo, que no puede prescindir de esta esfera. Es especialmente grave la situación del notable aumento del estrés por la presión por las limitaciones de tiempo, horarios de trabajo prolongados o irregulares, mala comunicación y cooperación en la organización, entre los más relevantes. Propone una iniciativa legislativa sobre inteligencia artificial en el ámbito laboral para garantizar la protección adecuada de los derechos y el bienestar de los trabajadores, incluidos la salud mental y derechos fundamentales como la no discriminación, la intimidad y la dignidad humana. A su juicio, los instrumentos normativos actualmente en vigor no bastan para garantizar la seguridad y salud en el trabajo, deben actualizarse y reforzarse y, en concreto, insta a la Comisión a que presente una iniciativa legislativa sobre la gestión de los riesgos psicosociales y el bienestar en el trabajo.

			Sentado todo lo anterior, no está de más aclarar que las técnicas de prevención a utilizar, aunque han de partir, lógicamente, de una evaluación de riesgos, núcleo duro de cualquier sistema preventivo, van a descansar en medidas de distinto tenor a las empleadas en relación con otros agentes y riesgos. Y ello principalmente porque se trata de actuar sobre la organización del trabajo que suele ser el origen del problema, sobre aspectos como la distribución de responsabilidades en la empresa, el grado de autonomía del trabajador, el tiempo de trabajo y su distribución, el propio ambiente de trabajo, la asignación del trabajo y otros análogos a los que nos hemos referido anteriormente. Muchas veces el ámbito de actuación es el de las propias relaciones sociales en la organización productiva, supuesto que se torna aún más complicado. Ahora bien, también aquí van a cobrar un papel central otros instrumentos propios de la acción preventiva, de utilización generalizada en este ámbito, tales como la información y la formación específica del trabajador en esta concreta faceta. Por todo ello, no estaría de más una intervención legislativa en este terreno que incluyera tanto la definición jurídica de estas dolencias como los mecanismos de prevención y tutela a adoptar por el empresario en el marco de su política de prevención de riesgos laborales.

			No obstante esta precisa ampliación, no debe ignorarse que la prevención no viene referida a todo tipo de riesgo sino que aparece centrada en los relacionados con la prestación de servicios desempeñada, en la medida en que el concepto de seguridad y salud en el trabajo «no señala el contenido absoluto de un determinado bien (la seguridad de la vida, la integridad física y la salud de los trabajadores) sino que pone en relación este con determinados ataques al mismo» (LASCURAÍN SÁNCHEZ).

			Además, baste ahora señalar que el concepto va progresivamente ampliando su contenido, buscando el logro, incluso, de mayores niveles de bienestar en el trabajo, aspecto que es destacado en las últimas estrategias comunitarias en la materia, a las que nos referiremos infra. El legislador ha dado unos primeros pasos en este sentido, como hemos visto, con las referencias a la previsión de las consecuencias y medidas preventivas frente a los trabajos monótonos y repetitivos o a la organización del trabajo y otras análogas, pero sin que el logro de un completo bienestar al trabajador integre el contenido de la obligación de seguridad que se limita a garantizar la seguridad y salud en el trabajo. De momento, la atención debe venir centrada en la prevención de riesgos que puedan lesionar la seguridad o la salud —en sentido amplio— del trabajador, en tanto que la mejora progresiva del ambiente de trabajo habrá de ir produciéndose paulatinamente tras la desaparición de los riesgos, la implantación de principios de seguridad integrada, de adaptación del trabajo a la persona y el imprescindible incremento de la cultura preventiva.

			
IV. NUEVAS TECNOLOGÍAS Y DERECHO A LA DESCONEXIÓN

			Muy relacionado con lo anterior, pero con unas previsibles repercusiones que van más allá de los riesgos psicosociales, está el incremento de nuevos riesgos ligados a la digitalización y la automatización. El uso intensivo y generalizado de las nuevas (o no tanto) tecnologías de la información y la comunicación (TIC), que afecta prácticamente a todos los sectores productivos, lleva a replantear también la necesidad de evaluar estos riesgos y de planificar y adoptar las pertinentes medidas preventivas.

			Uno de los ámbitos más afectados por la invasión tecnológica es la dilución de fronteras entre el tiempo (y el lugar) de trabajo y el dedicado a la vida privada. El empleo de las tecnologías implica riesgos ciertos derivados de la hiperconectividad, disponibilidad permanente, inflación informativa, dificultades en la organización del trabajo, sobrecarga y un largo etcétera. Ello ha llevado al legislador a regular el derecho a la desconexión digital en el art. 88 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos personales y garantía de los derechos digitales7 (en adelante, LOPD) así como en el art. 20 bis ET. Estamos ante una norma de prevención claramente descontextualizada, si nos atenemos a la definición de normativa preventiva que incluye la propia LPRL en su art. 1.

			La Ley 10/2021, de 9 de julio, de trabajo a distancia también contempla específicamente esta cuestión en su art. 18 señalando que «el deber empresarial de garantizar la desconexión conlleva una limitación del uso de los medios tecnológicos de comunicación empresarial y de trabajo durante los períodos de descanso, así como el respeto a la duración máxima de la jornada y a cualesquiera límites y precauciones en materia de jornada que dispongan la normativa legal o convencional aplicables» (vid. SAN 22 de marzo de 2022, Proc. 33/2022, sobre las causas justificativas de la «reconexión digital»).

			Recae en la negociación colectiva su desarrollo a fin de garantizar la efectividad del derecho. En todo caso, exige la adopción de medidas ligadas a la prevención de riesgos laborales, así como la formación sobre el uso razonable de las herramientas tecnológicas que evite el riesgo de fatiga informática.

			El término «fatiga» es de gran amplitud y difícilmente es entendido de manera unívoca, pero viene a relacionarse con la carga de trabajo mental y puede conllevar importantes efectos nocivos, en especial para la salud ocular y psicosomática (NTP 445).

			Habrá que estar atentos a las soluciones concretas aportadas por los convenios para garantizar la eficacia del derecho. Especial hincapié hace la norma en la necesidad de preservar el derecho en los supuestos de realización total o parcial del trabajo a distancia, así como en el domicilio del empleado vinculado al uso con fines laborales de herramientas tecnológicas.

			Aunque el derecho se reconduce a no tener contacto con herramientas digitales relacionadas con el trabajo durante el tiempo de descanso y vacaciones y, por tanto, a «no responder» a las comunicaciones, debería exigirse con más intensidad a las empresas el deber de no «molestar» o «contactar» al empleado fuera del tiempo de trabajo (deber de abstención). El derecho, de todas formas, exige cierto deber de colaboración por parte del trabajador, que puede extraerse del art. 29 LPRL.

			La irrupción de nuevos riesgos ligados a la extensión de la robótica o de actuales formas de prestación de servicios sobre cuya laboralidad se discute (trabajo en plataformas digitales), hace que cobren más sentido, si cabe, principios como el de la prevención universal e integrada, que se estudian en el epígrafe siguiente, o el dinamismo y la acción permanente ante la evolución de los riesgos, que veremos en otros capítulos, capaces de dar solución a problemas hasta ahora desconocidos.

			
V. MEDIDAS Y TÉCNICAS DE PREVENCIÓN: CARACTERIZACIÓN GENERAL

			A fin de evitar los accidentes y enfermedades e, incluso, de mejorar las condiciones de trabajo, se emplean distintas técnicas de prevención. Estas técnicas suelen actuar directamente sobre los riesgos, esto es, sobre la probabilidad de que se actualicen. Por tanto, las técnicas preventivas van encaminadas fundamentalmente a evitar los riesgos, eliminarlos o reducir sus efectos.

			Ahora bien, las acciones preventivas encaminadas a adoptar medidas de tipo técnico frente al riesgo han de descansar en técnicas de tipo analítico, en especial, sobre los datos aportados por una previa e indispensable evaluación de los riesgos laborales (art. 16 LPRL). Además, revisten especial incidencia las inspecciones y controles cuya finalidad es detectar deficiencias, unidas a las actuaciones sobre los propios trabajadores, en especial a través de la información y los procesos formativos, a los que tendremos ocasión de hacer referencia en el capítulo correspondiente.

			Si nos detenemos en las técnicas preventivas señaladas, es preciso tener en cuenta que en el ámbito técnico se recurre también con frecuencia a mecanismos o técnicas de protección que, en puridad, no actúan sobre el riesgo sino sobre sus consecuencias, interponiéndose entre el trabajador y el riesgo. En este caso, dado que no se elimina el riesgo sino, en su caso, el contacto del trabajador con el mismo, estamos ante técnicas complementarias de las anteriores pero que, en ningún caso, pueden sustituirlas. Este tipo de técnicas pueden ser tanto colectivas como individuales. En este sentido, la propia LPRL incluye entre los principios de la acción preventiva el adoptar medidas que antepongan la protección colectiva a la individual [art. 15.1.h) LPRL]. De forma más específica, el art. 17.2 LPRL hace expresa referencia a que los equipos de protección individual deberán utilizarse cuando los riesgos no se puedan evitar o no puedan limitarse suficientemente por medios técnicos de protección colectiva o mediante medidas, métodos o procedimientos de organización del trabajo.

			Pues bien, señalado lo anterior y entendida la prevención, en los términos contenidos en el art. 4.1 LPRL, como el conjunto de actividades o medidas adoptadas o previstas en todas las fases de actividad de la empresa con el fin de evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo, estamos ya en condiciones de resaltar algunas de las características que la legislación imprime a la prevención de riesgos laborales.

			
1. PREVENCIÓN UNIVERSAL


			Uno de los aspectos novedosos de la LPRL, reflejado con anterioridad en la normativa comunitaria, radica en su intención de desplegar un ámbito de aplicación con tendencia a la «universalidad». De esta forma, su objetivo es convertirse en el marco de referencia en la materia en todas las empresas, con independencia del sector productivo en el que desempeñen su actividad y del tamaño de su plantilla. Así, son significativas las palabras contenidas en el punto 3 de su Exposición de Motivos que señala que con ello se confirma también la vocación universal de la Ley, en cuanto dirigida a abordar, de manera global y coherente, el conjunto de los problemas derivados de los riesgos relacionados con el trabajo, cualquiera que sea el ámbito en que el trabajo se preste.

			Lo certero del planteamiento, en tanto los riesgos laborales están presentes en todas las actividades productivas, tiene, sin embargo, ciertas quiebras desde el momento en que este carácter dificulta en algunos casos la aplicación y, de modo especial, ha constituido un obstáculo, al establecer procedimientos complejos en exceso y una serie de cargas económicas muy elevadas para las pequeñas y medianas empresas. Este desajuste está, en los últimos tiempos, en la agenda del legislador que ha adoptado algunas medidas correctoras que han de permitir a esta parte importante del tejido empresarial cumplir con sus obligaciones, garantizando unos niveles de protección de la seguridad y salud elevados, pero de forma más simplificada.

			Nuevos problemas se plantean en relación con nuevas formas de prestación de servicios, más o menos informales, en relación con las cuales resulta dudosa la aplicación de la normativa laboral (y preventiva) si bien no la necesidad de tutela en este ámbito. Significativo es el ejemplo del trabajo en plataformas colaborativas y otros similares.

			
2. PREVENCIÓN INTEGRADA


			Una de las novedades que aparecían en la Directiva Marco del año 1989 era la referencia a la necesidad de integrar la prevención en la actividad de la empresa, principio que se traslada a nuestra legislación en la LPRL del año 1995 y cobra mayor incidencia en la reforma del texto legal operada en 2003. En la actualidad, es principio basilar de nuestra legislación la afirmación de que la prevención ha de integrarse en el proceso productivo, en la toma de decisiones y la ejecución de tareas y en ella han de implicarse los distintos niveles jerárquicos de la empresa.

			Como señala de forma expresa el art. 16.1 LPRL, la prevención de riesgos laborales deberá integrarse en el sistema general de gestión de la empresa, tanto en el conjunto de sus actividades como en todos los niveles jerárquicos de esta, a través de la implantación y aplicación de un plan de prevención de riesgos laborales. Este plan de prevención de riesgos laborales deberá incluir la estructura organizativa, las responsabilidades, las funciones, las prácticas, los procedimientos, los procesos y los recursos necesarios para realizar la acción de prevención de riesgos en la empresa, en los términos que reglamentariamente se establezcan. Aspecto desarrollado en los arts. 1 y 2 RSP y que será abordado con mayor detenimiento en el lugar correspondiente del trabajo.

			
3. PREVENCIÓN PARTICIPATIVA


			La LPRL, en línea con lo marcado por los dictados comunitarios, supuso un notable impulso al papel de la participación y representación de los trabajadores en las tareas preventivas. De esta forma, reconoce expresamente que los trabajadores tienen derecho a participar en la empresa en las cuestiones relacionadas con la prevención de riesgos en el trabajo (art. 34.1 LPRL) y regula de forma más o menos detallada los derechos de consulta y participación en relación con las cuestiones que afectan a la seguridad y salud en el trabajo. Al decir de su EM, partiendo del sistema de representación colectiva vigente en nuestro país, la Ley atribuye a los denominados delegados de prevención el ejercicio de las funciones especializadas en materia de prevención de riesgos en el trabajo, otorgándoles para ello las competencias, facultades y garantías necesarias. Junto a ello, el comité de seguridad y salud, continuando la experiencia de actuación de una figura arraigada y tradicional de nuestro ordenamiento laboral, se configura como el órgano de encuentro entre dichos representantes y el empresario para el desarrollo de una participación equilibrada en materia de prevención de riesgos. En la actualidad, sin duda, son indispensables los avances hacia fórmulas que garanticen de manera más eficiente la participación de los trabajadores en la toma de decisiones en materia preventiva, que contribuirá a su mayor grado de adecuación, dado su conocimiento del proceso productivo, y a la mejor aceptación de las medidas por parte de la plantilla, que se mostrará más proclive a su cumplimiento. Ello podrá venir de la mano de las buenas prácticas, de la responsabilidad social corporativa o de las políticas empresariales, pero seguramente precisaría de algunos ajustes legales que exigieran el acuerdo con los trabajadores al menos en relación con determinadas cuestiones.

			
4. PREVENCIÓN INTEGRAL


			La LPRL también supuso una acusada tendencia hacia una prevención de carácter integral, en el sentido de estar orientada a actuar contra todos los riesgos, afecten a la seguridad o estén relacionados con la garantía de la salud, en los términos amplios antes analizados. Esta progresiva ampliación de los factores de riesgo y la creciente importancia de los riesgos de tipo psicosocial y derivados de la organización del trabajo, son muestra suficiente de esta característica. Aspecto que se completará al tratar de la ergonomía. No obstante lo anterior, no puede perderse de vista que estamos en el ámbito de los riesgos laborales y, por tanto, en ningún caso puede olvidarse la necesaria conexión de los factores de riesgo con la propia actividad o prestación desarrollada.

			
VI. LAS TÉCNICAS PREVENTIVAS: LA INTERDISCIPLINARIEDAD

			Teniendo en cuenta la complejidad y multiplicidad de riesgos laborales y que paulatinamente se han ido sumando distintas ciencias y disciplinas al análisis y estudio de aspectos relacionados con la seguridad y salud laborales, la LPRL parte de la necesidad de que la prevención de riesgos sea enfocada de forma multidisciplinar, lo que es tanto como decir que la prevención no es sino la suma de distintas especialidades o disciplinas preventivas, con objetivos y campos de acción bien definidos, pero que, coordinadamente, van a contribuir a una auténtica y eficaz actuación en este ámbito.

			El legislador (arts. 31.3 LPRL y 10.3 RD 39/1997, de 17 de enero, en adelante RSP) hace una especial consideración a esta cuestión en relación con los Servicios de Prevención (encargados, en la práctica, de las actuaciones preventivas) considerando que tendrán carácter interdisciplinario, entendiendo como tal la conjunción coordinada de dos o más disciplinas técnicas o científicas en materia de prevención de riesgos laborales.

			El RSP, en su art. 34, reconduce las técnicas o disciplinas preventivas, encomendadas a los técnicos encargados de desarrollar funciones de nivel superior, a las cuatro siguientes: seguridad en el trabajo, higiene industrial, medicina en el trabajo y ergonomía y psicosociología aplicada.

			
1. SEGURIDAD EN EL TRABAJO


			Seguramente estamos ante la disciplina con más peso específico dentro de la prevención de riesgos laborales, en tanto su campo de actuación son los riesgos de accidente de trabajo, tan frecuentes en la práctica diaria de nuestras empresas. El accidente, con independencia de su configuración legal como de trabajo, viene caracterizado por presentarse de manera brusca e inesperada y suele causar lesiones al trabajador. La finalidad perseguida por las técnicas de seguridad pasa por detectar, evitar o disminuir su presencia o, en última instancia, disminuir sus efectos. Se centra por ello de forma especial en los elementos mecánicos y físicos presentes en los lugares de trabajo. En el ámbito técnico suele trazarse una distinción entre las técnicas analíticas, esto es, encaminadas a detectar, analizar y valorar los riesgos (evaluaciones, inspecciones de seguridad e investigación de accidentes) y las técnicas operativas, centradas en el establecimiento de las medidas preventivas y correctoras adecuadas.

			En su conjunto, por tanto, la seguridad en el trabajo se encargaría del análisis de determinados factores de riesgo y de la adopción de medidas para evitar que se produzcan accidentes relacionados con los mismos. En particular, centra su atención en aquellos factores de riesgo relativos a los edificios y locales (características, construcción y diseño), las instalaciones (de tipo eléctrico, hidráulico o neumático), las máquinas, útiles y herramientas, situaciones de emergencia y los propios procedimientos de trabajo, en especial los trabajos en altura, de mantenimiento, transporte y almacenaje. Frente a los mismos cobran especial trascendencia su evaluación y control, el orden y limpieza, la señalización de seguridad, la protección y prevención de incendios, la seguridad en las máquinas (defensas y resguardos), pero también técnicas utilizadas en las fases de diseño y proyecto, actuaciones sobre la conducta de los trabajadores (formación, información, promoción de la prevención…) y, en último término, los equipos de protección individual.

			
2. HIGIENE INDUSTRIAL


			Su objetivo primordial pasa por la mejora de las condiciones de trabajo desde la perspectiva del control de los riesgos causantes de enfermedades profesionales u otras patologías derivadas del ambiente de trabajo. Se centra principalmente en el estudio, evaluación y control mediante el establecimiento de las pertinentes acciones encaminadas a eliminar o minimizar tales riesgos, de los agentes de tipo físico, químico o biológico presentes en el entorno de trabajo, buscando prevenir la aparición de enfermedades derivadas del trabajo. Está de modo especial relacionada con las actuaciones propias de la medicina del trabajo que hemos de analizar.

			Si nos detenemos en los agentes de tipo físico y químico, la evaluación de riesgo, elemento esencial del sistema, va a centrarse en el tiempo de exposición del trabajador a una determinada sustancia o agente y en su concentración o intensidad, esto es, el nivel de exposición. Aunque también es verdad que suelen tener gran incidencia las características propias del trabajador y, de modo particular, la especial sensibilidad del mismo a algún concreto agente presente en el ambiente de trabajo. Así como las posibles interacciones entre los distintos agentes o factores a que se ve expuesto un mismo sujeto. En estos casos, sobre todo en el campo de los agentes químicos, cobran especial importancia los valores-límite que se encuentran recogidos tanto en la normativa específica que resulte de aplicación como en distintos documentos y guías técnicas elaboradas por el Instituto Nacional de Seguridad Salud y Bienestar en el Trabajo (en adelante, INSSBT) (en especial, la Guía para la evaluación y prevención de los riesgos presentes en los lugares de trabajo relacionados con Agentes Químicos, que procede de la DF 1.ª del RD 374/2001, de 6 de abril, actualizada en 2013).

			En la medida en que nos hallamos ante una técnica no médica de prevención de riesgos laborales relativos a la posibilidad de sufrir alteraciones de la salud por exposición a los agentes comentados, se centra en procedimientos técnicos que se reconducen a: identificar los agentes de riesgos, mediciones y valoraciones de las exposiciones, corrección de la situación de riesgo y controles periódicos de la eficacia de las medidas.

			
3. MEDICINA EN EL TRABAJO


			Para la OIT/OMS puede definirse la medicina del trabajo como «La encargada de promover y mantener el más alto grado de bienestar físico, mental y social de los trabajadores en todos los trabajos, la prevención de las pérdidas de salud causadas por las condiciones de trabajo, la colocación y mantenimiento del trabajador en un ambiente de trabajo adaptado a sus condiciones fisiológicas y psicológicas y, en resumen, la adaptación del trabajo al hombre y de cada hombre a su trabajo».

			El ámbito central de actuación de la medicina en el trabajo radicaría en la vigilancia de la salud, la investigación y el control de las enfermedades de origen laboral. No obstante, aparte de esta faceta preventiva desempeña también un relevante grado de influencia en el proceso curativo y rehabilitador del trabajador tras la enfermedad.

			La vigilancia de la salud, como se estudiará en el lugar correspondiente, despliega un papel trascendental en la evaluación de la influencia de las condiciones en que se presta el trabajo sobre la salud del propio trabajador y en el diagnóstico precoz de las patologías, de forma que pueda actuarse sobre las mismas antes de que sus efectos sean de carácter irreversible.

			Para concluir, baste ahora con señalar que en la vigilancia de la salud pueden apreciarse dos vertientes. Por un lado, la vertiente individual que consiste en la realización de reconocimientos médicos de carácter específico a aquellos trabajadores cuya actividad lo requiera a fin de detectar problemas, comprobar si las medidas adoptadas son suficientes y adecuadas y desarrollar otras posibles actuaciones para frenar el deterioro de la salud. Por su parte, la vertiente colectiva viene referida a la labor de recopilación de datos con fines epidemiológicos. Esto es, de los datos obtenidos y de su correspondiente análisis e interpretación cabe extraer información relativa a un colectivo de trabajadores, sobre los riesgos de accidentes o enfermedades, que resulta de suma utilidad para planificar y adoptar medidas de seguridad y que, en su caso, será comunicada a los poderes públicos.

			
4. ERGONOMÍA Y PSICOSOCIOLOGÍA APLICADA


			La ergonomía suele definirse como un conjunto de técnicas de carácter multidisciplinar cuyo objetivo es la adaptación del trabajo a la persona a través, fundamentalmente, del diseño y concepción de los puestos de trabajo, ajustados a las características fisiológicas y antropométricas del trabajador (talla, constitución, edad, sexo, agudeza visual y otras análogas). Con ello se busca, principalmente, el logro de una mayor y mejor racionalización de las tareas y el más alto grado de confort posible para el trabajador en el desempeño de las mismas y todo ello con la finalidad última de evitar la afectación de la salud (física, mental o social) como consecuencia del desempeño del trabajo. Por ello, y partiendo siempre de una preceptiva evaluación de riesgos, se centra en la intervención sobre la organización del trabajo y los trabajadores. En particular, entre sus campos de actuación se encuentran la organización del tiempo y los ritmos de trabajo, en atención a la carga física y mental de las tareas. Con ello se pretende evitar las alteraciones derivadas de esta última, logrando a la vez un mayor grado de productividad y eficacia en la actividad laboral.

			La psicosociología aplicada, por su parte, suele encaminarse a la evaluación, evitación y control de los efectos sobre la salud del trabajador de los denominados factores psicosociales. Entre ellos cobran especial incidencia los factores desencadenantes del estrés, la insatisfacción laboral, la fatiga y otros análogos, que, además de generar un importante grado de disconfort en el trabajador, pueden también originar patologías y enfermedades de diversa gravedad y progresivo deterioro de la salud física y mental. También ocupa un lugar importante el tema de las relaciones sociales e interpersonales en la empresa y la motivación y satisfacción del propio trabajador en su puesto de trabajo. La insatisfacción laboral, en cuya base se encuentran factores de muy variada índole, tales como la falta de promoción, falta de adecuación, inestabilidad en el empleo, ambiente laboral enrarecido y otros análogos, puede originar trastornos de tipo psicosomático, depresión, ansiedad, insomnio y otros que, a la larga, aparte de causar patologías, pueden influir en la siniestralidad laboral, en la propia productividad laboral e incidir en los índices de absentismo.

			Vistas las consideraciones realizadas sobre el incremento de los riesgos psicosociales, en parte ligados a la digitalización, y el notable crecimiento de las enfermedades relacionadas con el trabajo, frente a cierta contención de los accidentes, esta disciplina debería cobrar un mayor peso específico tanto en la formación de los técnicos como en la gestión preventiva en las empresas.

			
5. OTRAS DISCIPLINAS


			Tampoco cabe desconocer que hay otras ciencias que tienen también un importante campo de actuación dentro de la prevención de riesgos laborales. Por poner algunos ejemplos, la estadística cobra una crucial importancia en este ámbito, en la medida en que el análisis de datos permite extraer conclusiones en orden al establecimiento de las medidas de seguridad y prevención. Otra parcela de estudio relevante lo constituye el del coste de los accidentes, de forma que los datos arrojados por el mismo permiten afrontar la gestión y acción preventiva no como coste sino como inversión8 que a largo plazo resulta mucho más rentable que los accidentes de trabajo. Ahora bien, pese a lo incuestionable de esta rentabilidad económica, la prevención no debe derivar hacia concepciones excesivamente economicistas, debiendo prevalecer su faceta «social», centrada en la tutela de derechos esenciales del trabajador, con anclaje en el propio texto constitucional.

			
VII. EL DERECHO DE LA PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES

			Pues bien, aunque son diversos, como vemos, los enfoques desde los que es posible acercarse a las repercusiones del trabajo en la salud, nuestro interés viene centrado básicamente en los aspectos jurídicos, esto es, las respuestas dadas por el ordenamiento jurídico al problema de la seguridad laboral y, en concreto, la regulación contenida en la vigente LPRL y algunas de sus disposiciones de desarrollo. Aunque, tal y como hemos señalado, es la propia legislación preventiva la que marca este sesgo pluridisciplinar a la prevención de riesgos laborales, el valor de la normativa preventiva radica, sobre todo, en la creación de un marco de derechos y obligaciones encaminados a la tutela de la vida, la salud e integridad del trabajador.

			En nuestro caso, vamos a realizar un acercamiento a la disciplina preventiva eminentemente jurídico, de forma que la materia de estudio es un sector del ordenamiento jurídico laboral que tiene por objeto la regulación de las condiciones de seguridad y salud en que deben desenvolverse las prestaciones de servicios contratadas entre empresarios y trabajadores. Lógicamente, el ordenamiento jurídico acoge muchos términos y criterios de tipo técnico y les da la pertinente relevancia jurídica al plasmarlos en mandatos de preceptivo acatamiento.

			La prevención de riesgos laborales, como rama del ordenamiento ocupada de los riesgos en el trabajo, su evitación y prevención, aparece vinculada a la disciplina del trabajo por cuenta ajena y dependiente donde descansan muchas de las peculiaridades de los riesgos originados y los mecanismos para su tutela. Si bien es cierto que nos encontramos con un ensanchamiento progresivo de los factores de riesgo contemplados, con una disciplina cargada de tecnicismos y con una ampliación subjetiva del ámbito de aplicación de la normativa preventiva, que dota a la materia de muchas especialidades, también apreciamos un movimiento de acercamiento e integración de la tutela de la seguridad y salud en las más típicas instituciones del ordenamiento laboral y de las relaciones laborales.

			Podemos acoger el concepto avanzado por la doctrina del Derecho de la Prevención de Riesgos Laborales como el «conjunto de normas que, cumpliendo el mandato dirigido en la Constitución a los poderes públicos para que velen por la seguridad e higiene en el trabajo, inciden directamente en las condiciones en que se desarrolla todo género de actividad productiva incrementando su seguridad, a fin de evitar que se produzcan daños en la salud de los trabajadores, o tratan de fomentar que las conductas de los particulares se adecuen a las pautas establecidas normativamente» (SEMPERE NAVARRO et altri).

			La LPRL, acogiendo ideas que ya habían sido esbozadas con anterioridad en sede doctrinal, delimita el ámbito material de la seguridad y salud en el trabajo de acuerdo a un criterio finalista, esto es, en base a su carácter preventivo. De este modo, considera, en su art. 1, como normativa de prevención de riesgos profesionales la propia Ley, sus disposiciones de desarrollo o complementarias y cuantas otras normas, legales o convencionales, contengan prescripciones relativas a la adopción de medidas preventivas en el ámbito laboral o susceptibles de producirlas en dicho ámbito. Aunque resulte demasiado obvio e incluso poco relevante (GONZÁLEZ ORTEGA y APARICIO TOVAR) señalar que normativa de prevención es toda aquella que contenga medidas preventivas, se pretende con ello resaltar que estamos ante algo distinto a protección frente a daños, centrando la atención en el propio origen o fuente de estos, es decir, en el riesgo, cuya eliminación deviene el objetivo crucial de cualquier actividad preventiva. Esto es lo que ha ocurrido recientemente, como vimos, con el art. 88 LOPD (desconexión digital), donde apreciamos una indudable norma preventiva, si bien descontextualizada.

			En esencia, con la prevención de riesgos laborales se persigue evitar las propias situaciones de riesgo. Como ha señalado la doctrina, no resulta fácil aportar un concepto cerrado de prevención, entre otras cosas, por las dificultades de una definición duradera, al venir condicionada por factores como la evolución de la técnica, que la dotan de un alto grado de dinamismo. A lo que se suma la complejidad para delimitar su alcance.

			Aunque la LPRL, al definir la prevención (art. 4.1) como «conjunto de actividades o medidas adoptadas o previstas en todas las fases de la actividad de la empresa a fin de evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo», parece poner en un mismo plano ambas actuaciones, de modo que se podría pensar que es suficiente con su disminución, hablar de prevención supone la búsqueda de una eliminación de los riesgos existentes, esto es, en la idea de prevenir está la de evitar, aunque en ocasiones la existencia de factores inevitables quiebran la búsqueda de la eliminación total.

			De esta forma, no estamos ante una opción dejada a la libertad del empresario u otros sujetos obligados en materia preventiva, de manera que la obligación queda cumplida tanto cuando se evitan los riesgos como cuando se disminuyen. Por el contrario, la respuesta vendrá dada por el carácter evitable o no de los riesgos a la luz de los avances técnicos, en la medida en que la actividad preventiva debe estar orientada por la idea de lograr cotas de seguridad máximas, no satisfechas con la mera disminución si técnicamente es posible la consecución de éxitos mayores. El empresario solamente quedará liberado si la máxima seguridad posible es la disminución. Ahora bien, en tal supuesto deben adoptarse otras medidas alternativas para proteger a los trabajadores; los riesgos así consentidos serán riesgos, al menos, conocidos, evaluados y controlados, respecto a los que se limitará el número de trabajadores expuestos y se adoptarán otras medidas de tutela. Hemos de resaltar también que en la modulación de la posibilidad o no de adopción de una determinada medida y en la disyuntiva eliminación/disminución, nuestro ordenamiento no admite la ecuación costes-beneficios, esto es, someter la adopción de medidas preventivas a consideraciones de tipo económico, que no son aptas para determinar el alcance de la obligación empresarial de seguridad.

			
TEST DE AUTOEVALUACIÓN

			1. La Organización Mundial de la Salud (OMS) define la salud como:

			a) el estado completo de bienestar físico, mental y social;

			b) la ausencia de enfermedad;

			c) la ausencia de dolencias o enfermedades físicas;

			d) la ausencia de dolencias o enfermedades, sean de tipo físico o mental.

			2. La expresión «condiciones de trabajo en prevención de riesgos laborales» comprende:

			a) las características generales de los locales;

			b) la naturaleza de los agentes físicos, químicos y biológicos;

			c) todas aquellas otras características del trabajo, incluidas las relativas a su organización y ordenación, que influyan en la magnitud de los riesgos a que esté expuesto el trabajador;

			d) todas las respuestas son correctas.

			3. El accidente de trabajo se caracteriza por:

			a) su conexión directa con el trabajo;

			b) el prolongado estado de latencia entre la exposición al riesgo y el daño;

			c) el incumplimiento de medidas de seguridad por parte del empresario;

			d) ser una lesión corporal derivada del trabajo que se manifiesta de forma traumática.

			4. La enfermedad profesional se caracteriza:

			a) por su conexión directa o mediata con el trabajo;

			b) por manifestarse de forma lenta y progresiva;

			c) por el incumplimiento de medidas de seguridad por parte del empresario;

			d) ninguna de las anteriores es correcta.

			5. Si nos referimos a la conjunción coordinada de dos o más disciplinas técnicas o científicas en materia de prevención de riesgos laborales, hablamos del principio de:

			a) integración;

			b) interdisciplinariedad;

			c) participación;

			d) universalidad.

			6. La técnica que busca eliminar o disminuir los accidentes de trabajo se denomina:

			a) seguridad en el trabajo;

			b) ergonomía;

			c) higiene industrial;

			d) medicina del trabajo.

			7. La ergonomía se encarga de estudiar:

			a) la adaptación de la persona al trabajo;

			b) la adaptación del trabajo a la persona;

			c) la influencia de los factores personales en los accidentes de trabajo;

			d) la carga mental del trabajo.

			8. Entendemos por normativa de prevención de riesgos profesionales:

			a) la LPRL;

			b) la anterior, más sus disposiciones de desarrollo o complementarias;

			c) lo anterior, más cuantas otras normas, legales o convencionales, contengan prescripciones relativas a la adopción de medidas preventivas en el ámbito laboral o susceptibles de producirlas en dicho ámbito;

			d) ninguna de las anteriores es correcta.

			9. La vigilancia de la salud despliega un papel trascendental:

			a) en la prevención de las enfermedades profesionales;

			b) en la evitación de las enfermedades profesionales o derivadas del trabajo;

			c) en la evaluación de la influencia de las condiciones de trabajo sobre la salud y en el diagnóstico precoz de las patologías;

			d) en el diagnóstico precoz de las enfermedades y la evitación de patologías.

			10. La prevención de riesgos laborales debe integrarse:

			a) en la actividad de la empresa a través de un mapa de riesgos;

			b) en el conjunto de actividades de la empresa y en todos sus niveles jerárquicos;

			c) en la organización jerárquica de la empresa;

			d) en la actividad de la empresa y en todas sus tareas productivas.

			
PRÁCTICA N.º 1

			Lectura y comentario de la Sentencia del TS de 16 de febrero de 2016 (n.º rec. 250/2014).

			No se trata de realizar un mero resumen de la Resolución Judicial. El trabajo debe incluir, al menos, el análisis de los siguientes aspectos:

			1. Identificar los hechos más relevantes reflejados en la Sentencia.

			2. Identificar la controversia jurídica, esto es, los elementos objeto de la discusión jurídica.

			3. Identificar los preceptos legales o convencionales aplicables al caso.

			4. Explicar cuáles son los problemas en orden a la interpretación de los preceptos legales suscitados en el caso concreto y cómo son tratados por parte de la Sentencia.

			5. Realizar una valoración personal de la Resolución Judicial.

			6. A la vista de la resolución comentada, busque algunos ejemplos de sucesos o circunstancias que debieran tener la consideración de riesgo laboral para sectores de actividad o empresas específicos.
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					1 RD 1.299/2006, de 10 de noviembre, por el que se aprueba el cuadro de enfermedades profesionales en el sistema de la Seguridad Social y se establecen criterios para su notificación y registro (BOE de 19 de diciembre). Modificado por RD 257/2018, de 4 de mayo (BOE de 5 de mayo). Vid. la Recomendación (UE) 2022/2337 de la Comisión de 28 de noviembre de 2022 relativa a la lista europea de enfermedades profesionales (DOUE L 309/12, de 30 de noviembre de 2022).

				

				
					2 STS de 4 de marzo de 2014 (n.º rec. 788/2013); Auto de 15 de abril de 2014 (n.º rec. 422/2013); SSTSJ Castilla-La Mancha (Albacete) de 24 de abril de 2013 (n.º rec. 1635/2012) y Cataluña de 22 de octubre de 2013 (n.º rec. 7237/2012). La STS (c-advo.) de 15 de marzo de 2011 reconoce la obligación de la Administración de indemnizar a un guardia civil que desarrolló una patología de trastorno adaptativo por estrés laboral como consecuencia del proceso de persecución por un mando superior; vid. también STSJ País Vasco de 11 de noviembre de 2014 (n.º rec. 2022/2014). En relación con la indemnización por acoso por aplicación formal y no real del protocolo de acoso, STSJ Canarias (Las Palmas) de 22 de marzo de 2021 (n.º rec. 779/2020). También la del mismo tribunal de 30 de octubre de 2020 (n.º rec. 673/2020).

				

				
					3 Vid. la Guía de actuaciones de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social sobre riesgos psicosociales, MEYSS, 2012. Criterio Técnico 104/2021 sobre riesgos psicosociales. También puede consultarse el Manual de Método para la evaluación y gestión de factores psicosociales en pequeñas empresas, INSST, 2020.

				

				
					4 En el sector sanitario la Orden ESS/1451/2013, de 29 de julio, por la que se establecen disposiciones para la prevención de lesiones causadas por instrumentos cortantes y punzantes en el sector sanitario y hospitalario (BOE de 31 de julio), que traspone al ordenamiento interno la Directiva 2010/32/UE, del Consejo, de 10 de mayo de 2010, supone un importante avance en tanto incluye expresamente los factores psicosociales laborales entre aquellos a tener en consideración a la hora de realizar la evaluación de riesgos (art. 5.3).

				

				
					5 Interesante resulta también la STSJ Galicia de 25 de enero de 2012 (n.º rec. 2040/2008) o la del mismo Tribunal de 29 de abril de 2019 (n.º rec. 4655/2018).

				

				
					6 DOUE 7 de febrero de 2023 (C 47/63).

				

				
					7 BOE de 6 de diciembre.

				

				
					8 Es interesante el Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre «Resumen de los costes y beneficios de las inversiones en salud y seguridad en el trabajo» (Dictamen exploratorio solicitado por la Presidencia Finlandesa) (2020/C 14/07) (DOUE de 15 de enero).

				

			

		

	
		
			TEMA II

			
EL MARCO JURÍDICO DE LA PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES

			PARTE I. EL CONTEXTO INTERNACIONAL Y COMUNITARIO

			
I. LA NORMATIVA INTERNACIONAL SOBRE SEGURIDAD  Y SALUD EN EL TRABAJO. ESPECIAL REFERENCIA A LA OIT

			
1. INTRODUCCIÓN: NORMAS INTERNACIONALES Y ORDENAMIENTO JURÍDICO INTERNO


			Para abordar el estudio de la seguridad y salud en el trabajo en el momento actual en nuestro país y comprender su gestación, resulta imprescindible hacer referencia al contexto internacional. La influencia de las normas de la Unión Europea y, en menor medida, de las de la OIT en nuestra normativa es evidente. A ello se refiere la propia Exposición de Motivos de la LPRL que, en su punto 1, dispone lo siguiente: «Así pues, el mandato constitucional contenido en el art. 40.2 de nuestra ley de leyes y la comunidad jurídica establecida por la Unión Europea en esta materia configuran el soporte básico en que se asienta la presente Ley. Junto a ello, nuestros propios compromisos contraídos con la Organización Internacional del Trabajo a partir de la ratificación del Convenio 155, sobre seguridad y salud de los trabajadores y medio ambiente del trabajo, enriquecen el contenido del texto legal al incorporar sus prescripciones y darles el rango legal adecuado dentro de nuestro sistema jurídico».

			Como es sobradamente conocido, de acuerdo con el art. 96.1 CE, «los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados en España, formarán parte del ordenamiento interno». A tenor de las normas comunes en esta materia, la publicación íntegra de las normas contenidas en los tratados internacionales lleva consigo su aplicación en España (art. 1.5 Cc) siempre que sean autosuficientes, esto es, en aquellos supuestos en los que para su aplicación o puesta en práctica no son necesarias normas complementarias o de desarrollo.

			
2. LA OIT Y LA SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO


			En el marco internacional la atención viene centrada, por su especial trascendencia, en el papel jugado por las numerosas normas elaboradas por la OIT en materia de seguridad y salud en el trabajo. En este sentido, tal y como se ha sostenido con anterioridad (SEMPERE NAVARRO et altri), los convenios de la OIT, sobre todo en las primeras décadas del siglo XX, fueron los impulsores de la toma de conciencia en muchos países de la importancia de un adecuado tratamiento legislativo en esta materia, aunque la legislación española ha superado con frecuencia el contenido proteccionista de esta norma internacional.

			Ya la propia Constitución de la OIT [(1919) Texto que ha sufrido sucesivas enmiendas y que se encuentra en el BOE de 21 de septiembre de 1982] en su preámbulo hacía referencia a la necesidad, para alcanzar la paz universal y permanente basada en la justicia social, de adoptar una serie de medidas, entre ellas las referentes a «la protección del trabajador contra las enfermedades y contra los accidentes de trabajo». El Anexo III recoge el compromiso de fomentar programas que permitan «proteger adecuadamente la vida y la salud de los trabajadores en todas las ocupaciones».

			A lo largo de su andadura y en desarrollo de tales principios constitucionales, la OIT se ha ocupado con frecuencia de las cuestiones relativas a la seguridad y salud de los trabajadores, adoptando un elevado número de convenios1 y recomendaciones en la materia.

			La preocupación por el derecho a la seguridad y salud vuelve a resurgir con fuerza en el centenario de la OIT (2019), entre los documentos aprobados es sumamente interesante el Informe «Seguridad y salud en el centro del futuro del trabajo. Aprovechar cien años de experiencia». Del mismo se pueden extraer una serie de principios que deben inspirar la adaptación de las legislaciones nacionales y/o su aplicación. En primer lugar, ocupa un lugar destacado, más allá de la protección de la seguridad y salud, el logro del bienestar en el trabajo. Resalta el vínculo existente entre la seguridad y salud en el trabajo, el trabajo decente, la salud pública y ambiental y el desarrollo sostenible (Agenda 2030). En esencia, la tendencia en el seno de la OIT es la de abogar por considerar la seguridad y salud en el trabajo como un verdadero derecho fundamental, presupuesto esencial en la consecución del trabajo decente. Por último, pone el acento en la digitalización y los avances tecnológicos, así como en los cambios en la organización del trabajo (incluida la flexibilización del tiempo de trabajo) como fuente de nuevos riesgos, pero también de oportunidades en nuestro terreno.

			Un hito histórico lo constituye el reciente reconocimiento del carácter de derecho fundamental a la seguridad y salud en el trabajo por la Conferencia de la OIT, mediante la inclusión de las «condiciones de trabajo seguras y saludables» en la Declaración de la OIT de los principios y derechos fundamentales en el trabajo de 1998, adoptada en su 110.ª reunión celebrada el 10 de junio de 2022. Considera, asimismo, que son convenios fundamentales tanto el 155 como el 187, a los que nos referiremos a continuación. Declaración que, lógicamente, sitúa a este derecho entre los de máximo reconocimiento y promoción como le corresponde, pero que probablemente no tendrá demasiados efectos prácticos en el orden interno y que tiene notorias limitaciones al no afectar a los acuerdos comerciales actualmente vigentes. Es verdad que nuestra CE, como veremos, no reconoce específicamente un derecho fundamental a la seguridad y salud en el trabajo y, por tanto, el avance logrado en el plano internacional debe servir de canon de interpretación, reforzando también el claro ligamen entre los arts. 40 y 15 CE, a la hora de aplicar el derecho a la protección eficaz.

			2.1. El Convenio 155


			De entre los innumerables instrumentos aprobados por la OIT merece destacar por su importancia, por su carácter general y por inspirar la regulación contenida en la LPRL, el Convenio de 22 de junio de 1981, n.º 155, ratificado por instrumento de 26 de julio de 1985, sobre seguridad y salud de los trabajadores y medio ambiente en el trabajo2.

			Su especial relevancia podemos situarla en su carácter general, en la medida en que aborda la seguridad y salud en el trabajo, estableciendo los principios generales tanto de una política nacional en la materia como de las actuaciones a llevar a cabo en el interior de las empresas. Es destacable, además, su amplio ámbito de aplicación, comprensivo de todas las ramas de la actividad económica, incluyendo también a los funcionarios públicos, salvo exclusiones determinadas que se permiten a los Estados miembros.

			Otra característica importante a resaltar del Convenio es que separa, de forma patente, las dos dimensiones esenciales de la seguridad y salud en el trabajo, de un lado, la política pública y, de otro, la acción empresarial. A la primera se dedica la parte II del Convenio que considera que «Todo miembro deberá, en consulta con las organizaciones más representativas de empleadores y de trabajadores interesadas y habida cuenta de las condiciones y prácticas nacionales, formular, poner en práctica y reexaminar periódicamente una política nacional coherente en materia de seguridad y salud de los trabajadores y medio ambiente del trabajo» (art. 4), con el objetivo esencial de prevenir los accidentes y daños a la salud consecuencia del trabajo. Entre otros aspectos, se da un lugar destacado a la formación, que viene considerada (art. 5) como una esfera importante de actuación. Los principales aspectos de esta dimensión pública de la prevención vienen completados en la parte III del texto.

			En cuanto a la acción a nivel de empresa, a la que se dedica la parte IV, viene centrada en la referencia a que «deberá exigirse a los empleadores que, en la medida en que sea razonable y factible garanticen que los lugares de trabajo, la maquinaria, el equipo y las operaciones y procesos que estén bajo su control son seguros y no entrañan riesgo alguno para la seguridad y la salud de los trabajadores». Encontramos también algunas prescripciones más específicas que aparecen posteriormente con especial relevancia tanto en la normativa comunitaria como en la nacional y que abordaremos en el lugar correspondiente de este estudio. Entre ellas, cabe mencionar la cooperación entre empresarios en supuestos de coincidencia en un mismo lugar de trabajo (art. 17) y las medidas en relación con los principios inspiradores de la política preventiva como son la cooperación de trabajadores y representantes y sus derechos de información, consulta y formación apropiada en el ámbito de la seguridad e higiene en el trabajo.

			Especial trascendencia revestían algunos derechos explícitamente reconocidos en el Convenio, sobre todo antes de la promulgación de la LPRL, así el derecho de resistencia del trabajador en supuestos de riesgo grave e inminente que servía de complemento a la parca regulación nacional prevista en los arts. 19 ET y 11 OGSHT. En este sentido, su art. 19.f) vino a establecer que «el trabajador informará de inmediato a su superior jerárquico directo acerca de cualquier situación de trabajo que a su juicio entrañe, por motivos razonables, un peligro inminente y grave para su vida o su salud; mientras que el empleador no haya tomado medidas correctivas, si fuere necesario, no podrá exigir de los trabajadores que reanuden una situación de trabajo en donde exista con carácter continuo un peligro grave e inminente para su vida o su salud».

			2.2. El Convenio 187 sobre el marco promocional para la seguridad y salud en el trabajo


			La preocupación de la OIT por la mejora de la seguridad y salud no cesa, muy al contrario mantiene una activa política a través de su programa de trabajo seguro (safe work), sobre seguridad, salud y medioambiente, que forma parte esencial de su programa «trabajo decente» (digno), que representa la estrategia de la organización para gestionar correctamente la globalización, fomentar el desarrollo sostenible, erradicar la pobreza y lograr que la población pueda trabajar en condiciones de dignidad y seguridad3. De esta forma, las nuevas tendencias en la materia vienen marcadas por el especial hincapié puesto por la Organización en la necesidad de un trabajo sano y seguro, pues solo de esta forma será decente; por la consideración sostenida hace ya algunos años de que la mejora cualitativa del trabajo y el logro de un ambiente de trabajo saludable contribuyen a la mejora de la productividad y por poner el acento en la necesidad de promover la educación, la información, la sensibilización y la formación en este campo, dado que son elementos fundamentales para la promoción de la seguridad y salud en el trabajo.

			Asimismo, cabe destacar cómo, en 2003, se incluyó en el orden del día de la 91.ª reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, una discusión general sobre un enfoque integrado de las actividades normativas de la OIT en el ámbito de la seguridad y salud en el trabajo, con el fin de aumentar su grado de coherencia, pertinencia e influencia. De esta forma se adoptó una estrategia global de la OIT en esta materia.

			Pese a que no han faltado propósitos en el seno de la Conferencia de la OIT de acometer la necesaria revisión y actualización del Convenio 155, esta actuación aún no ha tenido lugar, pero fruto de su preocupación por la mejora de la seguridad y salud en el trabajo vio la luz (31 de junio de 2006) el Convenio 187 sobre el marco promocional para la seguridad y salud en el trabajo4, al que acompaña la recomendación n.º 197 de igual fecha.

			El texto normativo hace especial hincapié, partiendo de la magnitud a escala mundial del problema (lesiones, enfermedades y muertes ocasionadas por el trabajo) y de su impacto negativo sobre la productividad y el desarrollo económico y social, en la necesidad de promover de forma continua una cultura nacional de prevención en materia de seguridad y salud. El Convenio, tendencia que se aprecia también a nivel comunitario, parte de la innegable realidad de que la principal dificultad en relación con la normativa preventiva en la mayoría de los países no es la ausencia de una legislación adecuada sino su patente falta de aplicación. Por ello mismo, las actuaciones van a ir encaminadas principalmente a la promoción de la prevención. De esta forma, y a diferencia de lo acontecido con el Convenio 155, que dedica una parte de su articulado a la política empresarial, ahora el grueso del texto normativo viene dedicado a la política nacional, al programa nacional de seguridad y salud y a la cultura en materia preventiva, entendida como una cultura en la que el derecho a un medio ambiente de trabajo seguro y saludable se respeta en todos los niveles, en la que el Gobierno, los empleadores y los trabajadores participan activamente en iniciativas destinadas a asegurar un medio ambiente de trabajo seguro y saludable mediante un sistema de derechos, responsabilidades y deberes bien definidos, y en la que se concede la máxima prioridad al principio de prevención (art. 1).

			Según el Convenio, la política nacional habrá de servir para promover un medio ambiente de trabajo seguro y saludable, el cual se logrará mediante una infraestructura denominada sistema nacional para la seguridad y salud en el trabajo. El sistema constará de mecanismos institucionales, como leyes, reglamentos y autoridades responsables en la materia, así como de actividades como la prestación de servicios de información y asesoramiento tripartito y técnico, formación y educación, servicios de salud en el trabajo, investigaciones y recogida de datos sobre accidentes y enfermedades. En este contexto, se deberá formular un programa nacional con un marco de tiempo predeterminado, prioridades y medios de acción para mejorar la seguridad y salud de los trabajadores.

			De esta forma, la principal obligación que dimana del Convenio para todo Estado que lo ratifique no es otra que la promoción de la mejora continua de la seguridad y salud en el trabajo con el fin de prevenir las lesiones, enfermedades y muertes ocasionadas por el trabajo, así como adoptar medidas activas mediante un sistema nacional y programas nacionales de seguridad y salud en el trabajo, que deberán además comprobarse y reexaminarse periódicamente. Destaca por una concepción bastante amplia, omnicomprensiva y avanzada de la política preventiva, en tanto lo que se pretende es lograr un medio ambiente de trabajo seguro y saludable. Junto a ello, se trata de mantener una política dinámica, de continua mejora y en la que se adopten medidas activas a fin de lograr los objetivos perseguidos.

			2.3. El Convenio 190 sobre acoso y violencia en el trabajo


			En fecha de 21 de junio de 2019 la OIT aprobó el Convenio n.º 190 (acompañado de la Recomendación n.º 206) sobre acoso y violencia en el trabajo, ratificado por España en 20215. El convenio es muestra también de la evolución de la prevención hacia nuevos terrenos donde preocupan especialmente los riesgos de corte psicosocial. Sin entrar en detalle en su contenido, sí resulta interesante indicar sus líneas básicas de actuación. En primer lugar, destaca por afrontar conceptos como los de acoso y violencia con un enfoque integrado y universal y de forma amplia y omnicomprensiva. Asimismo, adopta una mirada inclusiva en la búsqueda de dar cabida a sujetos que, en puridad, con las normas laborales tradicionales quedarían excluidos, y a ampliar el concepto de lugar de trabajo para hablar de «mundo» del trabajo, abarcando distintos ámbitos relacionados con el mismo, los trayectos o aquellas conductas en el marco de las comunicaciones relacionadas con el trabajo, incluidas las realizadas por medio de tecnologías de la información y de la comunicación. Exige a los estados miembros que ratifiquen el Convenio que respeten, promuevan y aseguren el disfrute del derecho de toda persona a un mundo del trabajo libre de violencia y acoso. Lo más interesante para nuestro objeto de estudio es que apuesta por un tratamiento que vaya más allá de las políticas antidiscriminatorias, aunque estas resultan esenciales o de abordar la cuestión exclusivamente desde el ámbito sancionador. Pone el acento en la necesidad de afrontar el problema desde una perspectiva estrictamente preventiva, con inclusión en las normas de PRL y en las políticas empresariales en este terreno, incluyendo aspectos tan esenciales como la evaluación de riesgos (identificar los peligros y evaluar los riesgos de violencia y acoso, con participación de los trabajadores y sus representantes, y adoptar medidas para prevenir y controlar dichos peligros y riesgos) y la formación, capacitación, sensibilización e información a los trabajadores (arts. 9 y 10).

			Seguramente la adaptación al Convenio exigiría una actuación normativa uniformadora de la dispersa regulación legal, contemplando de forma específica las concretas obligaciones preventivas en la materia, así como su integración en las políticas preventivas. Muestra de esta dispersión, la reciente obligación para las empresas de más de 50 personas trabajadoras de contar con un conjunto planificado de medidas y recursos para alcanzar la igualdad real y efectiva de las personas LGTBI, que incluya un protocolo de actuación para la atención del acoso o la violencia contra las mismas, a través de la negociación colectiva, emplazando un posterior desarrollo reglamentario, previsto en la Ley 4/2023, de 28 de febrero, que se une a las otras disposiciones ya existentes, en especial en relación con el acoso sexual y por razón de sexo.

			
II. EL IMPULSO MOTOR DEL SISTEMA PREVENTIVO INSTAURADO POR LA LPRL: LA POLÍTICA COMUNITARIA EN MATERIA DE SEGURIDAD Y SALUD

			A pesar de que la seguridad y salud en el trabajo fue relegada en otras épocas a un lugar más que secundario por la doctrina, la jurisprudencia, los agentes sociales y los trabajadores, en la actualidad nadie duda de su trascendencia. Si hace ya veinte años asistimos en nuestro país a una auténtica renovación de la vetusta normativa, ello tuvo su origen, principalmente, en la pertenencia de España a la Unión Europea (en adelante, UE), de la que deriva la necesidad de acompasar nuestra legislación a las abundantes actuaciones integrantes de la política comunitaria en la materia.

			Partiendo de la existencia de un importante acervo jurídico comunitario sobre la protección de la salud y seguridad de los trabajadores, la LPRL traspuso a nuestro ordenamiento hasta cuatro directivas comunitarias. Seguramente no está de más recordar que a España le urgía dar cumplimiento a sus compromisos contraídos con la UE, lo que hizo con notable retraso y tras una denuncia de la Comisión contra el Estado español por sus incumplimientos en este ámbito (resuelta por Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 26 de septiembre de 1996, Asunto C-79/1995, Comisión de las Comunidades Europeas contra el Reino de España). Aun cuando las normas comunitarias sobre seguridad y salud en el trabajo han sido objeto de abundantes críticas, su papel como mecanismo impulsor de las acciones estatales tanto legislativas como de promoción, incluso en las propias empresas y de concienciación de la sociedad en su conjunto, resulta innegable.

			Pese a que en sus inicios los Tratados Constitutivos de las Comunidades Europeas partían de una concepción de los objetivos sociales como medio o instrumento para alcanzar finalidades de tipo económico, progresivamente, aunque de forma lenta y tortuosa, la Europa comunitaria ha ido haciéndose un poco más social. No cabe ignorar que la evolución en el ámbito que nos ocupa ha sido diferente a la acontecida en relación con otras materias. De esta forma, en el campo de la seguridad y salud se han alcanzado logros relevantes, aprobándose en un espacio relativamente corto de tiempo un importante y variado conjunto normativo que ha influido de manera notable en la regulación de los diferentes Estados miembros.

			No vamos a abordar de forma exhaustiva toda la política comunitaria en materia de seguridad y salud, sino, a grandes rasgos, mostrar su evolución para destacar aquellos textos del acervo jurídico europeo que constituyen los principales antecedentes de la LPRL y su normativa de desarrollo.

			
1. EL DERECHO ORIGINARIO


			1.1. La seguridad y salud en los Tratados fundacionales


			Aunque unánimemente viene aceptándose que el balance de la acción comunitaria en orden a la armonización en materia de seguridad y salud en el trabajo es realmente positivo, en sus orígenes, la parca referencia en los Tratados a esta cuestión, obstaculizaba de forma patente las acciones a nivel comunitario, en tanto que se preveía únicamente la «promoción de la colaboración» entre los Estados mediante instrumentos poco eficaces jurídicamente.

			En los tres Tratados Constitutivos de la Comunidad (el llamado Derecho originario) aparecen objetivos en materia de seguridad y salud, si bien se trata de formulaciones genéricas, lo que es tanto como decir que aparece regulada como punto de interés no sustancial(GONZÁLEZ-POSADA MARTÍNEZ).

			El Tratado Constitutivo de la CEE (Roma, 1957) contemplaba ciertas prescripciones donde encuadrar el germen de lo que será después la política comunitaria. De esta forma, el art. 117 hacía referencia a «la necesidad de promover la mejora de las condiciones de vida y trabajo de los trabajadores, a fin de conseguir su equiparación por la vía del progreso», objetivo en el que se encuentra implícita la mejora de la seguridad y salud en el trabajo y su promoción. Ahora bien, además de hallarnos ante un Tratado absolutamente economicista en el que se considera que la consecución del mercado común dará lugar por sí misma al logro de objetivos sociales (DEL REY GUANTER), del precepto no surgen ni deberes para los Estados miembros ni concretos derechos para los ciudadanos, sino que tiene una dimensión esencialmente programática (PÉREZ ALENCART).

			El art. 118 del Tratado6, por su parte, aunque pretendía aportar los instrumentos jurídicos necesarios para lograr avances en este ámbito, hacía recaer la competencia de forma exclusiva en los Estados miembros, quedando a la Comunidad el papel de promover la colaboración entre los mismos en materia social, a través de estudios, dictámenes y organización de consultas, en relación, entre otras cuestiones, a la protección contra los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales y la higiene en el trabajo. De ahí que se haya considerado que dicho artículo contribuyó de manera decisiva a frenar el desarrollo de un Derecho del Trabajo a este nivel. Debido a la fuerte limitación que imponía este precepto a las actuaciones por parte de la Comunidad, las primeras normas de seguridad y salud buscaron vías indirectas, especialmente las ligadas a la realización de acciones comunitarias cuando se trate del logro de objetivos del Tratado relativos al funcionamiento del mercado común, pero que no se hallen previstos en el articulado del mismo. En este caso resultaba precisa la unanimidad que, como se ha entendido, ha funcionado como un cerrojo jurídico que ha dificultado e incluso impedido el desarrollo de la política comunitaria (PÉREZ DEL RÍO).

			Teniendo en cuenta que el balance que arrojan los Tratados, incluidos el Constitutivo de la Comunidad Europea del Carbón y el Acero (París, 1951) y el de una Comunidad Europea relativa a la Energía Atómica (Roma, 1957), respecto a los cuales las observaciones que podrían hacerse serían similares a las esbozadas, es bastante pobre, cabe preguntarse cómo se ha alcanzado el auge, en aquellos momentos impensable, de la política comunitaria en esta materia. Este enorme despliegue sin duda vino motivado por la firme voluntad política de progresar en este campo, por la importante reforma del Tratado de Roma y por la constante aparición de instrumentos no normativos dedicados a la seguridad y salud en el trabajo.
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